DOSSIER PRENSA
 (viernes 4 de mayo)

DENUNCIA ANTE LA CONSEJERÍA 
DE EMPLEO, INDUSTRIA Y COMERCIO 

DEL GOBIERNO DE CANARIAS.

La Plataforma por la Dignidad de las Personas sin Hogar, la Asociación sin ánimo de lucro La Despensa, la Asamblea Sociosanitaria de Canarias y la Federación de Asociaciones Los Menceyes formulan denuncia, en base a estos HECHOS:

PRIMERO

Corte de luz a Familia número 1.

Pareja joven con tres niños pequeños, vecina de Santa Cruz de Tenerife (se omiten datos personales). 

Se retrasan en el pago de dos facturas al no estar conformes con el excesivo montante que les pasa la comercializadora Iberdrola a la que se han cambiado recientemente, ya que no usan en la casa apenas electrodomésticos que gasten tanto. 

A mediados de marzo reciben avisos de corte del suministro si no pagan la primera de las facturas, a finales de marzo reciben otro aviso de corte de suministro por la segunda factura.   

Conviene aclarar que la Ley vigente en España en este ámbito, el Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica, en su artículo 85 apartado 1, dice lo siguiente: 

Artículo 85. Suspensión del suministro a tarifa por impago.
1. La empresa distribuidora podrá suspender el suministro a consumidores privados a tarifa cuando hayan transcurrido al menos dos meses desde que les hubiera sido requerido fehacientemente el pago, sin que el mismo se hubiera hecho efectivo. A estos efectos, el requerimiento se practicará mediante remisión, a la dirección que a efectos de comunicación figure en el contrato de suministro a tarifa, por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, identidad y contenido del mismo, quedando la empresa distribuidora obligada a conservar en su poder la acreditación de la notificación efectuada. En el supuesto de rechazo de la notificación, se especificarán las circunstancias del intento de notificación y se tendrá por efectuado el trámite. Dicha comunicación deberá incluir el trámite de interrupción del suministro por impago precisando la fecha a partir de la que se interrumpirá, de no abonarse en fecha anterior las cantidades adeudadas.

La primera factura la abonan el día 10 de abril pero le cortan la luz el día 12, haciendo caso omiso al ingreso y no habiendo transcurrido ni un mes desde la recepción del escrito, cuando la ley estipula 2 meses como mínimo. 

Según se pudo saber, es probable que ese mismo día 12 le cortaran la luz a 60 familias en iguales circunstancias en el mismo barrio. 

Varios días después, tras personarse en las oficinas de Iberdrola en S/C de Tenerife les vuelven a informar de que si no pagan en breve el segundo recibo, recepcionado a finales de marzo, le cortarán otra vez la luz. Nadie en la oficina parece percatarse de que la ley habla de dos meses de plazo mínimo. 
El día 26 de abril, sin haber transcurrido ni un mes desde la recepción certificada del segundo recibo le vuelven a cortar la luz a esta familia, pese a que en la oficina de Iberdrola le dijeron que esperaban hasta el día 27. Esa misma mañana tenían previsto hacer el ingreso y apenas unas horas después del corte ya estaba pagado. 

Personados en las oficinas de Iberdrola ese mismo día la familia solicita que les conecten el suministro y de paso interponen una reclamación por lo ocurrido, señalando explícitamente el incumplimiento del artículo 85 del RD 1955/2000 por parte de Iberdrola (anexo 6). Sorprende la respuesta de la oficina, en la reclamación sólo consignan “No alega nada” y verbalmente comenta el chico que sí, que efectivamente están incumpliendo la normativa pero que eso es cosa de Iberdrola, que ellos son una subcontrata (Alvato Spain SL) y poco pueden hacer.   

A propósito de Iberdrola y los cobros excesivos, en la primera visita de esta familia con uno de los denunciantes a las oficinas de Iberdrola en la mañana del día 16 de abril, en el rato que pasaron allí pudieron hablar con una señora que esperaba para poner una reclamación y a la que habían cobrado más de 300 euros en la factura de la luz por dos meses. La señora reclamaba que era demasiado, pues ella no tenía gasto para tanto. Informados sobre este asunto comprobamos que son muy numerosas las denuncias que se han presentado en Consumo y en otras instituciones en los últimos años por irregularidades en la factura y cobros excesivos, debido a la normativa que permite a las eléctricas pasar cobros por consumos estimados, no reales, bastándoles con leer los contadores dos veces al año o bimestralmente en el mejor de los casos, cobrando así por adelantado consumos muchas veces no realizados. 

La normativa en cuestión es el Real Decreto 1578/2008, de 26 de septiembre, en su Disposición Adicional Séptima, cuando dice: 

La facturación de las tarifas de suministro de energía eléctrica social y domésticas (hasta 10 kW de potencia contratada) a partir del 1 de noviembre de 2008 se efectuará por la empresa distribuidora mensualmente llevándose a cabo con base en la lectura bimestral de los equipos de medida instalados al efecto.
Lecturas reales cada 2 meses que se transforman en lecturas semestrales, a razón de lo que afirma el ya citado Real Decreto 1955/2000, en su artículo 82: 

2. No obstante a los consumidores acogidos a las tarifas de suministro 1.0 y 2.0 o las que sustituyan a éstas, podrá facturarse en función de los promedios históricos del año anterior. En tal circunstancia se notificará el procedimiento al consumidor quien podrá aceptar este método de facturación. En las facturas se indicará consumo estimado. En todo caso, el distribuidor deberá realizar una regularización semestral en base a lecturas reales.(…)
Más o menos lo mismo que viene a decir la Resolución de 24 de mayo de 2011, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la que se modifica la de 14 de mayo de 2009, por la que se establece el procedimiento de facturación con estimación del consumo de energía eléctrica y su regularización con lecturas reales.
Lo grave de este asunto no es que cobren por adelantado consumos no realizados –que luego dicen devolver, cuestión algo dudosa-, algo ya de por sí grave puesto que están ingresando y especulan con un dinero que no es suyo, lo realmente grave es que cortan la luz a familias por deudas que muchas veces no son tales y lo único que hacen luego es devolver el dinero cobrado de más, si es que lo devuelve. ¿Qué pasa con los daños y perjuicios que a la familia se ocasiona por cortar la luz en base a consumos estimados que luego se demuestran que no eran ciertos? ¿Qué pasa si se comprueba que el consumo real de la casa de tal o cual familia es menor a lo que le reclamaban? Pasa que se estará castigando o penalizando a alguien por una infracción no cometida. ¿Por qué, si esto no está permitido en el ámbito penal, se permite en el ámbito de las eléctricas? 
Lo cierto es que a esta pareja y a sus 3 hijos acabaron cortándole la luz dos veces por sendas facturas no pagadas, sin haber transcurrido ni un mes desde que recibieran el aviso y sin darle explicaciones por el cobro excesivo o por los sucesivos cortes. 

Es evidente la injusticia y el abuso del caso, aún más sangrante si no es un caso puntual y pudiera sí ser el proceder habitual de la compañía, como hemos apuntado y seguiremos viendo con los casos siguientes. 

SEGUNDO

Corte de luz a Familia número 2.

Matrimonio con cuatro hijos menores residentes en Santa Cruz de Tenerife. 
Contratan con Iberdrola a través de un comercial a lo largo del 2011, nada le informaron del bono social al que podían acogerse por ser familia numerosa. Iberdrola empezó a facturarle desde el 1 de julio de 2011 pero debió haber algún error en los datos porque en la casa no reciben factura ni aviso alguno. Al no tener domiciliado el pago y no recibir notificación alguna de Iberdrola, en la casa no saben cómo han de pagar y qué cantidades, y a finales de noviembre le cortan la luz sin avisarles, sin recibir correo certificado alguno avisando del corte.

Tras llamar a Iberdrola le informan de que debe dos recibos, motivo por el cual le han cortado el suministro. Tras varios días sin luz, el día 1 de diciembre de 2011 realizan transferencia por los dos recibos adeudados y les vuelven a conectar la luz, solicitando a Iberdrola que terminen con el contrato, al no estar conforme con los cobros entendiendo que no se ajustaban a lo que le había ofrecido el comercial en su momento. Pero Iberdrola sigue facturando sin atender a la petición de la familia, y el 26 de marzo le vuelven a cortar la luz por impago, según cuenta la familia, sin haberles enviado ningún aviso certificado. Así, el 27 de marzo se personan nuevamente en las oficinas de Iberdrola en Santa Cruz de Tenerife para arreglar el asunto y que le conecten la luz tras ponerse al día en los pagos. Pero la pesadilla de esta familia con Iberdrola continúa, y apenas dos semanas después, el jueves 12 de abril, le vuelven a cortar la luz, según manifiestan, otra vez sin avisar con ningún medio. Ese mismo día se persona la familia en las oficinas de Iberdrola en Santa Cruz de Tenerife para liquidar de una vez todo lo que debía hasta ese día y zanjar el asunto para cambiarse de comercializadora. 

TERCERO

Corte de luz a Familia número 3.

Vivienda sita en La Laguna cuyo propietario tiene alquilada a una señora separada con dos hijos, uno de ellos con una minusvalía del 89%. 

A finales de 2011 cambian de compañía eléctrica en el domicilio y dejan Endesa para contratar con Iberdrola. Pero en cuanto llega la primera factura de Iberdrola comprueba la señora que le sube mucho el importe, desde los 23 euros con Endesa por un mes a los 142 euros con Iberdrola por los dos meses siguientes. Siendo las mismas tres personas viviendo en la casa con los mismos electrodomésticos no entienden por qué sube tanto la factura de una comercializadora a otra y presentan una reclamación, dejando sin pagar el recibo de 142 euros en tanto en cuanto no se aclarara la cuestión de la reclamación. Iberdrola no resuelve la reclamación pero sí procede a cortar el suministro poco tiempo después de remitir el escrito certificado, nuevamente sin dejar pasar ni un mes desde la fecha de recepción, cuando, repetimos, la ley establece 2 meses mínimo desde la entrega del aviso certificado. La cuestión es que esta vez no sólo le cortaron la luz a la vivienda de la señora, cortaron la luz a las cuatro viviendas que conforman el edificio, según manifiestan en la casa, dejando también sin luz  a la vivienda del 2º derecha, donde vive un señor mayor que es asmático y requiere de un respirador conectado a la red eléctrica con frecuencia. 

Alarmante este práctica de Iberdrola si se demuestra contraria a la Ley, toda vez que es el tercer caso que traemos aquí. Sorprende también la diferencia de consumo tan grande de un mes a otro, achacable muy probablemente al descontrol de las lecturas estimadas de los contadores a la que también ya hemos hecho alusión. Y no es menos grave el hecho de que nuevamente se produzcan cortes con personas dependientes, niños, enfermos o ancianos en las viviendas, sin que nadie –ni la compañía, ni los ayuntamientos- hayan tomado las más mínimas garantías previas en su defensa.  

CUARTO

Corte de luz a Familia número 4.

Madre separada con tres hijos menores a su cargo, con domicilio en La Laguna. 

Tiene contratado el suministro eléctrico con la compañía Endesa y se retrasa en el pago de una factura de diciembre y otra de enero. La afectada afirma no haber recibido notificación certificada de aviso de corte, tal como marca la normativa citada. Y el día 17 de abril de 2012 Endesa le corta la luz a esta familia. 

En la mañana del 19 de abril la madre paga las dos facturas adeudadas y solicita que le reestablezcan el suministro eléctrico. Para su sorpresa, en atención telefónica de Endesa le informan que es necesario que abone todo el consumo facturado hasta la fecha si quiere que le activen nuevamente el suministro, esto es, que pague las dos facturas que restan más recientes, cuyas fechas de corte no cumplen los dos meses hasta el día 25 de mayo, luego, quedaba más de un mes para cumplir los dos meses preceptivos. De nada sirve que la señora diga que hasta el día 10 no cobra y le es muy problemático pagar las facturas tan pronto. Por suerte pudo encontrar dinero y pagar las facturas para que le conectaran la luz ese mismo día, no sin dejar de poner una reclamación a la compañía por entender que la normativa interna de la empresa no puede ir contra la ley estatal.

QUINTO

No corte de luz al Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife

Frente a la premura que tienen las eléctricas por cobrar y cortar la luz a las familias sin reparar en la normativa o en la situación especial de dichas familias (con niños, con dependientes, etc.), vemos cómo no ocurre lo mismo cuando se trata de cobrar o cortar la luz a las instituciones políticas. 

Bastará para ello con comprobar lo que sucede en el Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife, donde ayer mismo día 3 de mayo se supo (anexo 19)
 que el consistorio adeudaba a Endesa dos facturas, una de 35.408,30 euros y otra de 1.189.636,31 euros, dinero que hubieron de aprobar de urgencia en el último Pleno sin estar recogido en los Presupuestos Municipales. 

Y lo peor viene cuando se sabe de las fechas de algunas de las deudas que el Ayuntamiento tiene con Endesa, desde el año 1993… ¡casi 20 años! En concreto, según apunta el propio concejal de área, se trata de una deuda por valor de 865.094 euros, que arrastra la concejalía de Asuntos Sociales desde aquel año. 

De todo lo que llevamos se desprende una doble y ofensiva vara de medir las cosas y una clara discriminación por razón de orden social, según se trate de instituciones políticas o familias. Nos preguntamos dónde quedaron los tiempos en los que la familia era considerada la principal institución de un país.  

SEXTO

Algunas consideraciones sobre las eléctricas

Vistos los casos que hemos visto, sólo podremos evaluar la verdadera gravedad de los mismos si nos situamos en el contexto de las eléctricas, en España, hoy. Pues habrá quien pueda pensar que en tiempos de crisis general también las eléctricas estén pasando su respectiva crisis, y se vean por ello obligadas a presionar a los consumidores con los pagos aún cuando parece que en el intento incumplen la normativa. Pero la realidad, por suerte para ellas, no es esa. 

Iberdrola por ejemplo, en los dos años más duros de la crisis en España, hasta ahora, casi calcó los beneficios con 2870 millones de euros de superavit en 2010 y 2804 en 2011. Y no le fue a la zaga la compañía Endesa, con 4129 millones de euros de beneficios en 2010, un 20,4 % más que el año anterior, y 2212 millones en 2011.

Ajenas pues a la crisis que padecemos los ciudadanos (Gas Natural también obtuvo beneficios, aunque algo menores: 1325 millones de euros en 2011), las eléctricas tampoco parecen aplicar una política de facturación muy seria, a tenor de lo que ya hemos comentado en relación a la facturación estimada, algo que también denunció no hace mucho FACUA.

Lo vemos en la propia web de FACUA, donde se puede leer:

FACUA-Consumidores en Acción ha denunciado a las principales comercializadoras eléctricas ante las autoridades de protección al consumidor de las comunidades autónomas por cobrar a los usuarios consumos no realizados en las facturas con lecturas estimadas.

FACUA ha pedido las administraciones de Consumo que expedienten a las comercializadoras de Endesa, Iberdrola, Gas Natural Fenosa, E.On e Hidrocantábrico por el cobro de servicios no prestados a los usuarios, algo que se produce al facturar mensualmente leyendo los contadores cada dos meses. (…)
En sus denuncias, la asociación argumenta que este cobro de consumos no realizados supone una práctica abusiva, y por tanto prohibida y sancionable, según lo establecido tanto en las normativas autonómicas de protección a los consumidores como en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

Así, FACUA señala que las eléctricas vulneran, entre otros, el artículo 87.6 de la citada norma, que plantea como abusivas "las estipulaciones que impongan (...) el abono de cantidades o servicios no prestados efectivamente".

FACUA ha presentado estas denuncias ante las administraciones de Consumo de dieciséis comunidades autónomas después de que la Comunidad de Madrid anunciase el pasado 25 de marzo un expediente sancionador de 3,87 millones de euros a tres eléctricas por los mismos motivos.

Una conducta irregular, a la vista de lo que denuncia FACUA, hecho que viene a reforzar el objeto de nuestra denuncia. Pero es que además llueve sobre mojado con las eléctricas en España, donde pagamos la luz más cara de la Europa continental solo por detrás de Malta y Chipre, habiendo subido la factura más de un 60 % en los últimos cinco años, algo que también nos explican en FACUA cuando afirman:

FACUA considera necesario que el Gobierno emprenda medidas para evitar que los usuarios españoles sigamos pagando las tarifas eléctricas más elevadas de la Unión Europa, sólo por detrás de las de las islas de Malta y Chipre.

En abril de 2007, el usuario medio pagaba 48,59 euros al mes (impuestos incluidos) por el recibo de la luz. Hasta el pasado 31 de marzo abonaba 73,99 euros, un 52,3% más (un 49,7% si no se tiene en cuenta la subida del IVA), según un análisis de FACUA-Consumidores en Acción.

Y si la subida de abril representase exactamente el 7% anunciado por el Gobierno, pasando el usuario medio a pagar 79,17 euros al mes, el incremento acumulado en 5 años alcanzará nada menos que el 62,9% (60,2% si no se incluye el incremento del IVA de julio de 2010). 

Y todos estos datos, aclaramos, son datos relativos a España que hemos de contextualizar aún más en la realidad particular que vivimos en Canarias, con la cesta de la compra más cara, los índices de paro más altos y una pobreza que alcanza ya a más de la tercera parte de la población, con más de 100.000 personas que ya no cobran ninguna prestación y una PCI (Prestación Canaria de Inserción) que apenas alcanza al 1% de las personas que deberían recibirla. 

Pero es que aún hay más, porque un estudio del Observatorio de Responsabilidad Social Corporativa encargado por el Ministerio de Trabajo en el que se analizaba la actividad de las 35 empresas del IBEX durante el año 2010, nos muestra unos datos nada positivos de las eléctricas.
   

A modo de muestra, de Endesa, en las páginas 354 y 355 afirma el estudio que “No se aportan explicaciones sobre el acusado descenso en la plantilla de España y Portugal durante el periodo, 1359 empleos menos, lo que supone un descenso del 10% respecto a los puestos de trabajo que mantenía la compañía a 31 de diciembre de 2009. Todo ello en un ejercicio donde ENDESA ha obtenido un beneficio en España y Portugal de 3.505 millones de €, mejorando en un 20% el resultado del 2009.”

En cuanto a los impuestos tampoco sale Endesa muy bien parada, y el informe alerta de “la relevante presencia de ENDESA en paraísos fiscales y la poca transparencia que se da a las operaciones que se desarrollan desde estas filiales,”. Y lo deja aún más claro un párrafo más adelante, cuando afirma que “ENDESA no informa sobre ningún tipo de política sobre su presencia en paraísos fiscales, en el sentido de si está en un proceso de reducción de su presencia en los mismos o cuáles son los criterios y directrices que tiene establecidos al respecto. Sorprende que una empresa como ENDESA que manifiesta públicamente su compromiso con las sociedades donde opera, e incluso con las futuras generaciones, no clarifique su política sobre el uso de ingeniería fiscal como ventaja competitiva utilizando el dumping fiscal que suponen los paraísos fiscales. Conviene recordar que el uso de los paraísos fiscales para eludir pagar impuestos en los países donde se opera puede que no se ilegal en la actualidad, pero es una profunda irresponsabilidad social, un agujero negro para transparencia, el buen gobierno y la lucha contra la corrupción, y un impedimento para el desarrollo sostenible de muchos países y sus sociedades.”

Y más de lo mismo en su política medioambiental, de la que se comenta en las páginas siguientes que “Resulta desconcertante que una empresa que se atribuye constantemente el liderazgo en cuestiones ambientales y de cambio climático, así como en tecnología e innovación para reducir emisiones, no fuese consciente de que con el tipo de MDL en los que estaba invirtiendo, no estaba aportando en absoluto a evitar las emisiones dañinas, sino más bien todo lo contrario,…” 
El mismo estudio también nos habla de Iberdrola y tampoco precisamente bien, pues en la página 401 se dice de ella que “tiene presencia a través de filiales y/o participadas en los siguientes paraísos fiscales: Islas Cayman, Isla de Man, República de Chipre, Irlanda y Dubai.” Y aunque Iberdrola intenta excusarse cuando argumenta varias páginas más adelante que “las operaciones realizadas en estas empresas se llevan a cabo de acuerdo con la normati​va aplicable, y en ningún caso realizan actividad de evasión fiscal, blanqueo de capitales, ni financiación de actividades ilícitas”., el informe critica y no ve claro que Iberdrola no de información ninguna de “otras empresas en lugares considerados como paraísos o nichos fiscales, por su normativa fiscal, como son Dornoch International Insurance Limited en Irlanda, e Iberdrola Engineering and Construction Middle East Lid en Dubai que sí aparecen como empresas participadas de IBERDROLA en el documento Cuentas Consolidadas 2010.”

Por último, del informe, interesante en lo que nos ocupa es un párrafo de la página 410 en el que se hace mención a las infracciones y reclamaciones interpuestas contra la compañía, y la propia Iberdrola admite infracciones en materia de comunicaciones y otras cuestiones, luego, parece que no vamos muy desencaminados con  nuestra denuncia. Pero veamos, veamos lo que dice ese párrafo: 

Aunque IBERDROLA señala que no tiene constancia de reclamaciones en materia de seguridad y salud durante el ejercicio 2010, sí se señalan infracciones por incumplimiento de legalidad en caso de comuni​caciones, por fuga de datos personales, en relación al suministro y uso de productos, aunque sin aportar, de nuevo, esta información por países. Dado el número de infracciones en distintos ámbitos sería deseable mayor detalle en este campo.
Y la cosa no queda en Endesa e Iberdrola, también otras eléctricas y no eléctricas españolas tienen filiales en paraísos fiscales, pero entendemos que basta con esta muestra, pues de seguir haríamos interminable el texto. 

Por último, acabando ya con este capítulo de las eléctricas, tan sólo una pequeña mención a la realidad española en lo que a renovables se refiere, mención importante si queremos hacernos una mejor idea del poder real que las eléctricas tienen en nuestro país. 

Así las cosas, si lo que pretendemos es salir de las eléctricas y autoabastecernos con energías renovables autoproducidas, el asunto es que en España a diferencia de en otros países el marco legal existente no lo pone nada fácil, obligando a las familias a pasar por una maraña burocrática de largo recorrido e incierto futuro, debiendo también pagar avales y otras garantías adicionales, haciendo que un aerogenerador de electricidad de un metro de diámetro en el tejado de un particular cuente y pague igual que un molino de 100 metros de altura propiedad de una eléctrica en lo alto de una montaña. Algo que no ocurre en Alemania, ni en Holanda, ni en Portugal, ni en otros países de la Unión Europea… ¡ni en los Estados Unidos!, cuna del capitalismo más ultraliberal, donde las familias pueden autoabastecerse de electricidad limpia e incluso vender a la red general, y sí sucede sin embargo en España, siendo como somos, y en especial Canarias, la tierra con más horas de viento y sol de Europa. Ni hablamos ya del último Decreto del Gobierno que deja de primar a las renovables. En definitiva, el mundo al revés. 

Llegado a este punto creemos que está sobradamente justificada la presentación de esta denuncia a tantas instituciones como sean necesarias, en la esperanza de que con ella podamos poner coto a la aparente impunidad con la que cuentan las eléctricas en España, y en especial en lo que a Canarias respecta. 

SÉPTIMO

Argumentos jurídicos

En materia de normativa eléctrica ya lo hemos visto, parece que se incumple el artículo 85 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica, en relación con la suspensión del suministro, a saber: 

Artículo 85. Suspensión del suministro a tarifa por impago.

1. La empresa distribuidora podrá suspender el suministro a consumidores privados a tarifa cuando hayan transcurrido al menos dos meses desde que les hubiera sido requerido fehacientemente el pago, sin que el mismo se hubiera hecho efectivo. A estos efectos, el requerimiento se practicará mediante remisión, a la dirección que a efectos de comunicación figure en el contrato de suministro a tarifa, por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, identidad y contenido del mismo, quedando la empresa distribuidora obligada a conservar en su poder la acreditación de la notificación efectuada. En el supuesto de rechazo de la notificación, se especificarán las circunstancias del intento de notificación y se tendrá por efectuado el trámite. Dicha comunicación deberá incluir el trámite de interrupción del suministro por impago precisando la fecha a partir de la que se interrumpirá, de no abonarse en fecha anterior las cantidades adeudadas.

       También en materia de consumo parece que podría incumplirse la normativa, a razón de lo que afirma el artículo 87.6 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, a saber: 

Artículo 87. Cláusulas abusivas por falta de reciprocidad.

6. Las estipulaciones que impongan obstáculos onerosos o desproporcionados para el ejercicio de los derechos reconocidos al consumidor y usuario en el contrato, en particular en los contratos de prestación de servicios o suministro de productos de tracto sucesivo o continuado, la imposición de plazos de duración excesiva, la renuncia o el establecimiento de limitaciones que excluyan u obstaculicen el derecho del consumidor y usuario a poner fin a estos contratos, así como la obstaculización al ejercicio de este derecho a través del procedimiento pactado, cual es el caso de las que prevean la imposición de formalidades distintas de las previstas para contratar o la pérdida de las cantidades abonadas por adelantado, el abono de cantidades por servicios no prestados efectivamente, la atribución al empresario de la facultad de ejecución unilateral de las cláusulas penales que se hubieran fijado contractualmente o la fijación de indemnizaciones que no se correspondan con los daños efectivamente causados.

Pero hablamos de luz eléctrica, un bien básico producto de la tecnología y el desarrollo de los pueblos que se está encareciendo sobremanera (un 60% en los últimos 5 años), se está privando de él a algunas familias canarias y se está poniendo en riesgo su acceso a otras muchas, cuando se trata de un suministro fundamental para mantener una vida mínimamente digna por cuanto que implica poder cocinar, poder disponer de agua caliente, poder conservar los alimentos, poder combatir los descensos de temperatura, poder usar determinados aparatos relacionados con la salud, poder ver de noche o poder acceder a la información y la cultura a través de los medios audiovisuales. 

Esta importancia y variedad de usos convierten a la energía eléctrica en un bien social básico especialmente protegido por numerosos textos legales. Así, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, hecho en Nueva York el 19 de diciembre de 1966 y ratificado por España el 13 de abril de 1967, en su artículo 11, manifiesta: 

1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia.

Y aún más explícito, el artículo 15 del mismo Pacto, cuando afirma:

1.  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a:

a. Participar en la vida cultural;

b. Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;

También defiende este derecho la Declaración Universal de los Derechos Humanos, cuando en su artículo 25 afirma que: 

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial las alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancian independientes de su voluntad.

O la Declaración Internacional sobre el Derecho al Desarrollo, en su artículo 2, cuando dice: 

1. La persona humana es el sujeto central del desarrollo y debe ser el participante activo y el beneficiario del derecho al desarrollo.

2. Todos los seres humanos tienen, individual y colectivamente, la responsabilidad del desarrollo, teniendo en cuenta la necesidad del pleno respeto de sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como sus deberes para con la comunidad, único ámbito en que se puede asegurar la libre y plena realización del ser humano, y, por consiguiente, deben promover y proteger un orden político, social y económico apropiado para el desarrollo.

3. Los Estados tienen el derecho y el deber de formular políticas de desarrollo nacional adecuadas con el fin de mejorar constantemente el bienestar de la población entera y de todos los individuos sobre la base de su participación activa, libre y significativa en el desarrollo y en la equitativa distribución de los beneficios resultantes de éste.

Y la Declaración sobre la Utilización del Progreso Científico y Tecnológico en Interés de la Paz y en Beneficio de la Humanidad, de 10 de noviembre de 1975, establece el derecho de todos los ciudadanos a disfrutar del uso de la electricidad como un avance científico y tecnológico, cuando en su artículo 3, dice lo siguiente: 

3. Todos los Estados adoptarán medidas con objeto de garantizar que los logros de la ciencia y la tecnología sirvan para satisfacer las necesidades materiales y espirituales de todos los sectores de la población.

Y también la Constitución Española, en su artículo 39, cuando dice: 

1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

Pero no podemos pasar por alto un detalle: la mayoría de los casos concretos de supuesto abuso de las eléctricas que estamos denunciando en este texto afectan a familias con hijos menores –alguno discapacitado- a los que se está dejando sin luz eléctrica, sin contar las muchas familias con niños que estarán sufriendo estos cortes de suministro en Canarias sin llegar a saberlo nosotros. Esto implica que hayamos de mirar a los derechos que protegen a los niños en España y en el mundo, unos derechos que creemos deben estar por encima de los derechos de las empresas. 

Así, la Convención sobre los Derechos del Niño ratificada también por España, afirma, en su artículo 3 lo siguiente: 

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los Tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño.

Y también la Carta Europea de los Derechos del Niño, cuando en su definición número 12, afirma lo siguiente: 

Los Estados deberán asegurar a los padres la oportuna asistencia en las responsabilidades que les competen, a través de los correspondientes organismos, servicios y facilidades sociales. Los padres trabajadores deberán asimismo gozar de licencias para el cuidado de sus niños.

O cuando en su definición número 21, defiende que: 

21. Todo niño tiene derecho a la salud. Todo niño deberá poder beneficiarse de un medio ambiente no contaminado, de un alojamiento salubre y de una alimentación sana.

El interés superior del menor, vemos pues, por encima de cualquier otro interés de empresa o institución. Y está claro que no hay mejor interés para un menor que vivir en su hogar con su familia disponiendo de agua, comida, educación, salud y luz eléctrica con la que asegurar los cuatro anteriores derechos. 

Así, la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en su artículo 11 no deja lugar a dudas: 

Artículo 11. Principios rectores de la acción administrativa.

1. Las Administraciones públicas facilitarán a los menores la asistencia adecuada para el ejercicio de sus derechos.

Las Administraciones públicas, en los ámbitos que les son propios articularán políticas integrales encaminadas al desarrollo de la infancia por medio de los medios oportunos, de modo muy especial, cuanto se refiera a los derechos enumerados en esta Ley. Los menores tienen derecho a acceder a tales servicios por sí mismos o a través de sus padres o tutores o instituciones en posición equivalente, quienes a su vez, tienen el deber de utilizarlos en beneficio de los menores.

Se impulsarán políticas compensatorias dirigidas a corregir las desigualdades sociales. En todo caso, el contenido esencial de los derechos del menor no podrá quedar afectado por falta de recursos sociales básicos.

Las Administraciones públicas deberán tener en cuenta las necesidades del menor al ejercer sus competencias, especialmente en materia de control sobre productos alimenticios, consumo, vivienda, educación, sanidad, cultura, deporte, espectáculos, medios de comunicación, transportes y espacios libres en las ciudades.

Las Administraciones públicas tendrán particularmente en cuenta la adecuada regulación y supervisión de aquellos espacios, centros y servicios, en los que permanecen habitualmente niños y niñas, en lo que se refiere a sus condiciones físico-ambientales, higiénico-sanitarias y de recursos humanos y a sus proyectos educativos, participación de los menores y demás condiciones que contribuyan a asegurar sus derechos.

2. Serán principios rectores de la actuación de los poderes públicos, los siguientes:

a. La supremacía del interés del menor.

b. El mantenimiento del menor en el medio familiar de origen salvo que no sea conveniente para su interés.

c. Su integración familiar y social.

d. La prevención de todas aquellas situaciones que puedan perjudicar su desarrollo personal.

e. Sensibilizar a la población ante situaciones de indefensión del menor.

f. Promover la participación y la solidaridad social.

g. La objetividad, imparcialidad y seguridad jurídica en la actuación protectora garantizando el carácter colegiado e interdisciplinar en la adopción de medidas.

Y vemos que muchas de las leyes apuntadas aquí son reconocidas expresamente como garantes de los derechos de los menores en Canarias, o al menos así se desprende de la Ley 1/1997, de 7 de febrero, de atención integral a los menores, cuando en su artículo 3, apartado 1, dice lo siguiente:

Artículo 3. Derechos de los menores.

1. Los menores gozarán de los derechos individuales y colectivos que les reconoce la Constitución, los tratados, convenios y pactos internacionales ratificados por el Estado español, especialmente la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas de 20 de noviembre de 1989 y la Carta Europea de los Derechos del Niño, así como en las restantes normas del ordenamiento jurídico.

E igualmente esta ley canaria también pone el interés del menor por encima de cualquier otro concurrente, amén de otros muchos derechos, en su artículo 4, apartado 2. 

Luego, si el interés superior del menor es estar con sus padres, siempre que los padres tengan un hogar que ofrecerles y sean buenos padres, los poderes públicos tendrán que velar para que ese interés superior del menor no sea menoscabado por el interés de una empresa. Y bien claro que lo dice la normativa vigente en España, la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, cuando en su artículo 11 especifica que los poderes públicos: “impulsarán políticas compensatorias dirigidas a corregir las desigualdades sociales”, y bien poco que hacen los poderes públicos por acatar la Ley.

Pero es que más allá de los argumentos jurídicos está la realidad canaria a día de hoy, primavera del 2012. Porque en Canarias son muchas miles las familias con niños pequeños que malviven con un ingreso mínimo de entre 300 a 400 euros, ingresos que si no se acaban ya lo harán en pocos meses, y son también muchas miles las que no tienen ni tan siquiera eso. Para estas familias, en una economía de supervivencia pura y dura, un gasto de luz mensual a razón de lo que ha subido la tarifa en los últimos años puede suponer hasta la mitad de los ingresos de esa familia, sino más, lo cual se convierte sin duda en una pesada losa en la economía de cualquiera de ellas. Aún más sangrante si además de cara la luz se corta a las primeras de cambio, sin informar reglamentariamente o esperar los dos meses preceptivos, sin importar que en el hogar haya niños, enfermos, ancianos o dependientes.  Con esta presión de las eléctricas y el desamparo total en el que quedan las familias frente a ellas, se las está obligando a menguar el disfrute de otros derechos esenciales, como son la alimentación, la salud o la educación, por no hablar ya de la cultura, el ocio y otros derechos poco menos que inalcanzables en el actual estado de cosas. 

En este contexto, se da a nuestro juicio una discriminación clara en base a la clase social, al facturar la luz prácticamente al mismo precio a una familia que gana 50.000 euros al año –y son muchas en España- que a una familia que tiene que vender la chatarra que encuentra en la calle para poder dar de comer a sus hijos porque no tienen ingreso alguno. 

OCTAVO

Peticiones a la Consejería

Llegado a este punto, teniendo como tiene el Gobierno de Canarias según el artículo 98 del Real Decreto 1955/2000 asignadas las competencias en materia de reclamaciones por suministro eléctrico, respetuosamente le pedimos:  

I.- Que tenga por presentado este escrito y abra expediente por lo que se denuncia con el fin de sancionar las irregularidades expresadas en relación al corte de suministro y el cobro excesivo o no ajustado al consumo real, si finalmente se demostraran probadas, como así parece ser. 

II.- Que extienda la fiscalización más allá de los casos aportados, a toda la Comunidad Autónoma, por si pudiera resultar conducta generalizada en Canarias los cortes de suministro y/o la facturación en las condiciones que hemos denunciado en este escrito, estableciendo garantías para que no vuelvan a producirse conductas de este tipo en el futuro. 

III.- Que eleve informes al Ministerio de Industria, Energía y Turismo y a la Comisión Nacional de la Energía, solicitando una regulación especial de la Ley con la que se garantice el acceso a la energía eléctrica de familias en situación de exclusión, a un coste y con unas condiciones más favorables que las que contempla el actual Bono Social promulgado por el Gobierno en el pasado 2009, dadas las mucho peores condiciones sociales que vivimos en el año 2012.

IV.- Que de publicidad inmediata con los medios de que dispone el Gobierno Autónomo (Gabinete de Prensa, Portavoz del Gobierno, Radio Televisión Canaria) a los derechos que asisten a los usuarios eléctricos en Canarias, para que la ciudadanía sepa a qué atenerse y no se sigan produciendo cortes de suministro o cobros excesivos como los denunciados en este escrito.  

V.- Que se nos conceda audiencia con la Consejera de Empleo, Industria y Comercio del Gobierno de Canarias a la mayor brevedad, con el objeto de profundizar en estos y otros asuntos de hondo calado social.    

VI.- Del mismo modo que el Gobierno Autónomo hizo ayer pública la remisión al Ministro Soria de un plan para mantener en Canarias las energías renovables consensuado únicamente con los empresarios,
 que haga lo propio escuchando las necesidades de la ciudadanía y atendiendo a la situación privilegiada que tienen las Islas en cuestiones de sol y de viento, y eleve informes y presione al Gobierno de Rajoy con cuantos medios tenga a su alcance para que el Real Decreto “por el que se establece la regulación de las condiciones administrativas, técnicas y económicas de la modalidad de suministro de energía eléctrica con Balance Neto” en el que actualmente trabaja el Gobierno Central, recoja la posibilidad real de que colectivos y particulares puedan producir energía eléctrica de uso doméstico con las renovables en unas condiciones medianamente viables. 

VII.- Que teniendo como tiene también el Gobierno de Canarias transferidas las competencias en materia de Servicios Sociales atienda la situación de acentuada crisis económica y empobrecimiento general de la población que sufre Canarias y establezca las garantías adicionales que sean necesarias para que familias con ingresos mínimos, con niños menores, con enfermos, con ancianos o con dependientes puedan seguir manteniendo la unidad familiar sin verse privadas del suministro eléctrico por impago (remitir petición a la Consejería competente). 

VIII.- Que se sirva contestar en tiempo y forma a este escrito, tal como establece la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 




En Santa Cruz de Tenerife, un 4 de mayo de 2012
� - Esta es sólo la primera de las denuncias por un asunto que prevé escritos y/o denuncias al Ministerio de Industria, al Diputado del Común, al Defensor del Pueblo, a los Ayuntamientos pertinentes y a otras instituciones internacionales. 


� - Los casos particulares que traemos aquí son únicamente un resumen mucho más escueto que los que van en la denuncia que se presenta, omitiendo en el dossier un gran número de datos personales, facturas, direcciones y demás para guardar la identidad de las familias afectadas. 


� - � HYPERLINK "http://www.eldia.es/2012-05-03/SANTACRUZ/6-ayuntamiento-paga-millon-estaba-presupuestar-Endesa.htm" �http://www.eldia.es/2012-05-03/SANTACRUZ/6-ayuntamiento-paga-millon-estaba-presupuestar-Endesa.htm�


� - � HYPERLINK "http://www.facua.org/es/noticia.php?Id=5826" �http://www.facua.org/es/noticia.php?Id=5826�


� - � HYPERLINK "http://www.facua.org/es/noticia.php?Id=6677" �http://www.facua.org/es/noticia.php?Id=6677�


� - � HYPERLINK "http://www.facua.org/es/noticia.php?Id=6721" �http://www.facua.org/es/noticia.php?Id=6721�


� - � HYPERLINK "http://www.observatoriorsc.org/images/documentos/publicaciones/informes_estudios/ibex35_vf_2010.pdf" �http://www.observatoriorsc.org/images/documentos/publicaciones/informes_estudios/ibex35_vf_2010.pdf�





� - � HYPERLINK "http://www.diariodeavisos.com/2012/05/02/actualidad/canarias-entrega-a-soria-su-plan-para-mantener-las-renovables/" �http://www.diariodeavisos.com/2012/05/02/actualidad/canarias-entrega-a-soria-su-plan-para-mantener-las-renovables/�





